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Exp. 846/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 846/2021/2.

	RECURSO DE RECLAMACION

	ACTOR: **********

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a treinta y uno de enero del dos mil veintidós. 

V I S T O S, para resolver, el Recurso de Reclamación promovido por el C. **********, en contra del proveído de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, dictado dentro del expediente administrativo al rubro indicado y,

R E S U L T A N D O

I.- Mediante  escrito recibido en este Tribunal el nueve de diciembre del dos mil veintiuno, compareció el C. **********, a promover Recurso de Reclamación en contra del proveído de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, en el que se le se desechó la demanda, al estimar que los actos impugnados no constituyen actos de los que pueda conocer este Tribunal. 

II.- En auto dictado el trece de diciembre del dos mil veintiuno, se tuvo por interpuesto el recurso planteado y se citó para resolver de plano, turnándose el expediente para la resolución correspondiente.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver el  presente Recurso conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 9, párrafo primero, fracción III, 34 fracción IX y 35 fracción VI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 149 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- La procedencia del recurso se encuentra establecida en los artículos 149 y 150 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que dispone que dicho medio de defensa podrá intentarse en contra de los acuerdos que admitan o desechen la demanda, su contestación o ampliación; las que desechen pruebas; las que rechacen la intervención del tercero; las que concedan o nieguen la suspensión, fijen fianzas o contrafianzas, y las que decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio antes de la audiencia; mismo que deberá promoverse dentro de los cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación del proveído impugnado; por lo que en ese sentido, al intentarse el presente medio de defensa en contra de la determinación de esta Sala Unitaria en la que se desechó la demanda del actor, resulta la procedencia del referido recurso.

TERCERO.-  La parte recurrente manifiesta como agravios los que se advierten en el escrito que contiene el recurso planteado, visibles a fojas de la 84 a la 86 de autos, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos; resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
CUARTO.- Las consideraciones en las que se sustenta el acuerdo reclamado y por lo que aquí interesa son del tenor literal siguiente: 

“…..2.-  Antecedentes de la demanda.
Ahora bien, previo a determinar lo que en derecho corresponde respecto de la admisión de la demanda, al suscrita Magistrada considera preciso señalar, que tanto del escrito de demanda; así como de las documentales que exhibió anexas, se desprenden los siguientes antecedentes: 

I.- En primer término, cabe precisar que el actor manifiesta que comparece en su carácter de Operador Técnico de Emergencia del Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Cómputo (C4) dependiente de la Secretaría de Seguridad Pública en el Estado; asimismo refiere que las actividades desempeñadas hasta el cese que reclama, fueron las siguientes:

“Atender las llamadas de emergencia, que entran a la línea telefónica 911 en donde se realizan los reportes de emergencia a la ciudadanía.”

“Cuestionando el motivo de la emergencia, canalizar las llamadas atendiendo a la gravedad de la situación a las siguientes corporaciones CRUM, TRANSITO MUNICIPAL, BOMBEROS. PROTECCION CIVIL, POLICIA MINISTERIAL, POLICIAS DE UNIDAD DE GENERO EN SU CASO SEDENA Y GUARDIA NACIONAL...” 

II.- Asimismo el actor refiere que el último lugar donde prestaba sus servicios fue en el CENTRO DE CONTROL, COMANDO, COMUNICACIONES Y COMPUTO (C4), a donde ingresó el cuatro de octubre de dos mil diecisiete; posteriormente, con fecha cinco de octubre del año en curso, al intentar ingresar a dicho centro de operaciones, el Ciudadano Oscar Paredes, en su carácter de Encargado de Despacho de la Dirección de Operación en Centro de Control en cita, le comunicó que tenía la orden de no dejarlo ingresar a su trabajo y que se presentara en las instalaciones del CENTRO DE COORDINACION, CONTROL, COMANDO, COMUNICACIÓN Y COMPUTO, INFORMACION E INTELIGENCIA (C5) y que una vez que llegó a dicho Centro, lo recibió una persona de nombre Aracely Olea Rodríguez, quien le comunicó que su contrató terminó y le pidió que ya no se presentara a laborar al C4.

2.- Estudio de Competencia 

Una vez analizados los planteamientos esgrimidos en la demanda presentada por **********, a juicio de la suscrita Magistrada se advierte que en el presente asunto se actualiza la causal de improcedencia de este Tribunal para conocer y resolver de dicha controversia, esto en atención a las consideraciones que a continuación se detallan:

2.1.- El acto reclama el promovente del juicio, consiste en lo medular el “cese del suscrito de mi puesto de OPERADOR TECNICO DE EMERGENCIAS DEL CENTRO DE CONTROL, COMANDO, COMUNICACIONES Y COMPUTO (C4) dependiente de la SECRETARIO DE SEGURIDAD PUBLICA DEL ESTADO”; ahora bien, es importante precisar que, de las documentales que exhibió anexas a su escrito de demanda, consistente en “Constancia Laboral de fecha diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve”; “Memorándum No. ********** de fecha siete de mayo de dos mil veintiuno, firmado por el Encargado de la Dirección General de Tecnología en Seguridad Pública” y “Memorándum ********** de fecha veintidós de junio de dos mil veintiuno, signado por el Director de Recursos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado”, se advierte que el aquí compareciente ocupaba el cargo que refiere en su demanda, de “OPERADOR TECNICO DE EMERGENCIAS DEL C4.
Por lo que, bajo ese contexto, debe decirse que en la controversia que plantead en la demanda que se analiza se tiene que la relación del aquí actor con las autoridades que demanda, no puede considerarse de naturaleza administrativa, circunscrita en las condiciones excepcionales previstas en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Federal, dado que dentro de la referida institución, acorde a los hechos narrados en su demanda y las documentales que exhibió anexas a la misma, no se advierte que desempeñara funciones de policía; habida cuenta que la misma Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública del Estado, define a las instituciones policiales como los cuerpos de seguridad, de vigilancia y custodia de los establecimientos penitenciarios, de detención preventiva o de centros de arraigos, así como a todas las dependencias encargadas de la seguridad pública a nivel federal, local y municipal que realicen funciones similares de investigación, prevención y reacción.

Derivado de lo anterior, si el actor –**********- se encontraba laborando en del Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Cómputo (C4), como OPERADOR TECNICO DE EMERGENCIAS en dicho Centro, las funciones que este realizaba y señala en su demanda, no corresponden a las de policía o similares, como de investigación, prevención y reacción; de ahí que debe considerarse que la relación entre él y las autoridades demandadas es de naturaleza laboral; y por tanto resulta es patente que este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa no tiene competencia para conocer del asunto que se analiza.

En relación con lo expuesto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado a través de la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 93/2012, de donde derivo la Tesis de jurisprudencia 67/2012 (10a.) de rubro “TRABAJADORES ADMINISTRATIVOS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. NO ESTÁN SUJETOS AL RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN DE DERECHOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, CONSTITUCIONAL, POR LO QUE LA RELACIÓN QUE MANTIENEN CON AQUÉLLAS ES DE NATURALEZA LABORAL”. y en la que interpreta el artículo 73, de la citada Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, señalando que dicha disposición, establece expresamente que las relaciones jurídicas entre las instituciones policiales y sus integrantes se rigen por la fracción XIII del apartado B del artículo 123 constitucional, siempre y cuando el servidor público pertenezca a la carrera policial -servicio profesional de carrera policial-, puesto que, cuando dicha condición no se cumpla, la relación será de carácter laboral; puntualizando que la carrera policial, de conformidad con el artículo 78 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, es el "sistema de carácter obligatorio y permanente, conforme al cual se establecen los lineamientos que definen los procedimientos de reclutamiento, selección, ingreso, formación, certificación, permanencia, evaluación, promoción y reconocimiento; así como la separación o baja del servicio de los integrantes de las instituciones policiales. 

En ese orden de ideas, y atendiendo al criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, antes citado; se puede concluir que sólo los miembros de las instituciones policiales que realicen efectivamente la función de policía y que por tanto, estén sujetos a la carrera policial en los términos señalados en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, estarán sujetos al régimen de excepción previsto en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, constitucional y, en consecuencia, los demás miembros que aun perteneciendo a dichas instituciones, no realicen funciones similares de investigación, prevención y reacción en el ámbito de seguridad pública y no estén sujetos al sistema de carrera policial, mantendrán una relación de naturaleza laboral con la institución policial, por tanto, se considera que el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado es el competente para conocer del presente asunto; al tratarse de una controversia de naturaleza laboral.

Al respecto cobra relevancia el criterio adoptado por el la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis de jurisprudencia por contradicción: 2a./J. 67/2012 (10a.), de la Décima Época, localizable bajo el Registro electrónico: 2001527, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XI, de Agosto de 2012, del Tomo 1, en Materia Laboral, visible a Página: 957; cuyos datos de localización, rubro contenido citan:

“TRABAJADORES ADMINISTRATIVOS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. NO ESTÁN SUJETOS AL RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN DE DERECHOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, CONSTITUCIONAL, POR LO QUE LA RELACIÓN QUE MANTIENEN CON AQUÉLLAS ES DE NATURALEZA LABORAL De la interpretación del artículo referido, en relación con el numeral 73 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se advierte que el régimen de excepción de derechos previsto en el precepto constitucional, sólo es aplicable a los miembros de las instituciones policiales que realicen la función de policía y que estén sujetos al Servicio Profesional de Carrera Policial; en consecuencia quienes, aun perteneciendo a dichas instituciones (trabajadores administrativos) no realicen funciones similares a las de investigación, prevención y reacción en el ámbito de seguridad pública y no estén sujetos al sistema de carrera policial, mantienen una relación de naturaleza laboral con tales instituciones, la cual se rige en términos de la fracción XIV del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. (Énfasis añadido).
De igual manera resulta aplicable al presente asunto, por analogía, el criterio adoptado en la tesis aislada: XXI.1o.P.A.129, sustentada por los Tribunales Colegiados del Vigésimo Primer Circuito, de la Novena Época, con Registro electrónico: 163183 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Enero de 2011 Materia(s): cuyo rubro y contenido son del tenor literal siguiente:

“CUERPO DE POLICÍA DEL ESTADO DE GUERRERO. LA RELACIÓN JURÍDICA SUSTANCIAL DE SUS MIEMBROS CON LA DEPENDENCIA A LA CUAL SE ENCUENTRAN ADSCRITOS ES DE NATURALEZA LABORAL, SI ACREDITAN HABER DESEMPEÑADO CARGOS EMINENTEMENTE ADMINISTRATIVOS Y NO POLICIALES. El artículo 140 de la Ley Número 281 de Seguridad Pública del Estado de Guerrero, dispone: "La relación jurídica existente entre los elementos del cuerpo de policía estatal y la dependencia a la cual se encuentren adscritos será de naturaleza administrativa, regulándose ésta bajo los lineamientos previstos en la fracción VI del artículo 116 y apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente ley, los reglamentos que al efecto se expidan y demás disposiciones jurídicas aplicables.". Por otro lado, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 135/99, de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. ES COMPETENTE PARA CONOCER DE LAS CONTROVERSIAS PLANTEADAS POR EL PERSONAL ADMINISTRATIVO DE LAS DEPENDENCIAS DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, EN CONTRA DE SUS TITULARES.", consultable con el número de registro IUS 192634 y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, diciembre de 1999, página 337, sustentó el criterio en el sentido de que el conocimiento de los conflictos individuales que se susciten entre los titulares de una dependencia encargada de la seguridad pública y sus trabajadores que desempeñen funciones de carácter administrativo, corresponde al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en razón de que esas personas, al no realizar funciones de policía, no forman parte propiamente de los cuerpos de seguridad pública y, por ello, su relación no es de naturaleza administrativa, ni los conflictos relativos son de la competencia de los tribunales en esta materia. En congruencia con lo anterior, la relación jurídica sustancial entre los miembros del cuerpo de policía del Estado de Guerrero y la dependencia a la cual se encuentran adscritos es de naturaleza laboral, si acreditan haber desempeñado cargos eminentemente administrativos y no policiales, como son los de "pagador habilitado", "asistente jurídico" y/o "enlace jurídico", entre otros análogos. (énfasis añadido).”
En tal sentido, cabe mencionar que conforme a lo previsto en los artículos 1°, 59 y 102 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, es el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado es a quien corresponde conocer de las controversias derivadas de las relaciones de trabajo entre el Poder Ejecutivo y sus trabajadores; disposiciones legales que dicen:

“ARTICULO 1o.- La presente ley es de observancia general y obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y rige las relaciones de trabajo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y de los municipios, así como de los organismos públicos descentralizados y empresas de participación estatal o municipal con sus trabajadores.”

“ARTICULO 59.- El trabajador que se considere cesado injustamente, podrá demandar ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje la reinstalación en el cargo o puesto que tenía con todos sus derechos anteriores y en las mismas condiciones en que las que se desempeñara o la indemnización equivalente a tres meses de sueldo y los salarios caídos, desde la fecha del cese hasta que se cumplimente el laudo.”

“ARTICULO 102.- El Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje es un órgano con personalidad jurídica y patrimonio propios, autónomo en el dictado de sus fallos y con facultad jurisdiccional para resolver las controversias entre las instituciones públicas del Gobierno del Estado, ayuntamientos, organismos públicos descentralizados y empresas de participación estatal constituidas conforme a la ley, con sus trabajadores, derivados de las relaciones de trabajo y, en su caso, de los conflictos colectivos. Tendrá su residencia en la capital del Estado.”

3.- En razón a las consideraciones anteriormente expuestas y al actualizarse de manera manifiesta e indudable la causal de improcedencia establecida en el artículo 228 fracción X y XI;
 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con fundamento en lo dispuesto por el diverso artículo 239 fracción I
 del citado ordenamiento procesal, SE DESECHA LA DEMANDA planteada por Jorge Loredo Almaguer….”.
QUINTO.- A juicio de la Magistrada de la Sala Unitaria los agravios expresados por el reclamante resultan infundados e inoperantes y por tanto insuficientes para modificar el proveído que se reclama en esta vía, en razón de las siguientes consideraciones legales: 

El reclamante señala en su agravio único aduce que es ilegal la determinación de la Sala porque en términos de ley el razonamiento resulta erróneo, al confundir la supuesta incompetencia para conocer de la demanda, con la advertencia e integración deriva de una causa de improcedencia que se deriva de los hechos de la demanda; que además al advertir la incompetencia para conocer del asunto no se declinó la competencia para conocer del asunto a la autoridad laboral; que lo incorrecto del proceder de la Sala radica en pasar por alto que la falta de competencia no se configura en una causal de improcedencia reconocida por el Código Procesal Administrativo del Estado y que por tanto, al no estar reconocida, no se puede afirmar que exista una causa manifiesta e indudable de improcedencia que provoque el desechamiento de la demanda, ya que lo correcto era que al considerarse incompetente para conocer del asunto, este tribunal hiciera la declaratoria y remitiera el expediente a la autoridad competente, ya que al desechar la demanda se viola la garantía de acceso a la justicia prevista en el artículo 17 constitucional, ya que se veda al particular de acudir oportunamente a otra vía a ejercer la acción correspondiente.
Al efecto, la Sala estima que resulta infundado el agravio en estudio como enseguida se explica.

En principio es de tener en cuenta, que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, es competente, entre otros casos, para conocer de los actos y resoluciones que se precisan en los artículos, 1 y 7 fracción XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, así como el numeral 228 fracción X del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en los que  textualmente se dispone lo siguiente:
Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí.

“ARTICULO 1º. La presente Ley es de orden público e interés general y tiene por objeto establecer la integración, organización, atribuciones y funcionamiento del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 
El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es un órgano jurisdiccional con autonomía para emitir sus fallos y con jurisdicción plena. Formará parte del Sistema Estatal Anticorrupción y estará sujeto a las bases establecidas en los artículos, 123, y 124, BIS de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción de San Luis Potosí, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, y en el presente ordenamiento..”
“ARTICULO 7 º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

(I….XVI)

XVII.
Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y
(XVIII….) 
De una interpretación armónica de los citados artículos 1 y 7 fracción XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, se advierte que en materia de seguridad pública, este Tribunal solo es competente para conocer  de resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, dictada por las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado y reglamentos de la materia, a efecto de que el tribunal Estatal de Justicia Administrativa  determine si dichas resoluciones se emitieron conforme a los lineamientos legales que regulan su actuación, y en todo caso, obtener la nulidad de la misma.

Es decir, en materia de seguridad pública el juicio de nulidad procede solamente contra aquella resolución que decida en definitiva la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, en el que acorde al procedimiento de nulidad que se sigue en sede jurisdiccional, en caso de controvertirse una resolución definitiva en los términos enunciados; conjuntamente podrían ser materia de impugnación aquellas violaciones cometidas durante el procedimiento administrativo se separación o baja; esto es, únicamente por lo que hace a los miembros de las instituciones Policiales que efectivamente ejerzan funciones de policía, y no a aquellos miembros que aun perteneciendo a dichas instituciones realicen actividades meramente administrativas, es decir, que no realicen funciones similares de investigación, prevención y reacción en el ámbito de seguridad pública.
De esta manera, tenemos que tratándose de miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que los miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios puede interponer cuando ven afectada su esfera jurídica, a efecto de que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación; de lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar se encuentre dentro de los supuestos previstos por artículos 1 y 7 fracción XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí,.
Por su parte el artículo 228 fracción X y XI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece dentro de las causales de improcedencia, la relativa a actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, así como también respecto de aquellos actos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código al señalar textualmente lo siguiente.
ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos;

(I…IX)

(REFORMADA, P.O. 03 DE OCTUBRE DE 2019) 

X. Contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, y:
XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.

Al respecto es de señalarse que el juicio que se pretende es improcedente, derivado de que en el presente juicio se actualiza la incompetencia de este Tribunal para conocer de la demanda relativa al cese de Operador Técnico de Emergencias del Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Computo (C4) dependiente de la Secretaria de Seguridad Publica,  que formula el C. ********** a las diversas autoridades señaladas como demandadas: Gobierno del Estado de San Luis Potosí, S.L.P.,; Secretaria de Seguridad Publica en el Estado, y Secretaria General de Gobierno, ello en base a las siguientes consideraciones que a continuación se detallan.
Como se desprende del escrito de demanda que obra a fojas 2 a la 21, el actor compareció a este Tribunal a reclamar el cese al puesto que señala venía desempeñando como Operador Técnico de Emergencias del Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Computo (C4) dependiente de la Secretaria de Seguridad Publica, estableciendo como hechos base de su reclamación los siguientes:

“1°.- Con fecha 01 de septiembre de 2017 fui contratado por la SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA por conducto del GENERAL ********** como OPERADOR TECNICO DE EMERGENCIA del CENTRO DE CONTROL, COMANDO, COMUNICACVIONES Y COMPUTO (C4) dependiente de la SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA DEL ESTADO (..)

Las actividades desempeñadas hasta el cese han sido las siguientes;

Atender las llamadas de emergencia que entran a la línea telefónica 911 en donde se realizan los reportes de emergencia a la ciudadanía.

Cuestionando el motivo de la emergencia, se canalizaba la llamada atendiendo a la gravedad de la situación a las siguientes corporaciones, CRUM, TRANSITO MUNICIPAL, BOMBEROS, PROTECCION CIVIL MINISTERIAL, POLICIAS DE UNIDAD DE GENERO EN CASO SEDENA Y GUARDIA NACIONAL.
Por turno se atienden normalmente cien reportes.

Al ingresar a laborar a la SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA el suscrito tole tres turnos correspondientes al turno diurno de las 06:00 horas a las 14:00 horas, turno vespertino de las 14:00 horas a las 22:00 horas y el nocturno de las 22:00 horas a las 06:00 horas teniendo un dia de descanso, hasta el mes de abril del presente año, que por intervención del (..) SINDICATO INDEPENDIENTE DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE S.L.P., se me fijo un horario de 08:00 horas a 15:00 horas con descansos los días sábados y domingos.

2.- El último lugar donde prestaba mis servicios lo fue en CENTRO DE CONTROL, COMANDO, COMUNICACIONES Y COMPUTO C4 esto desde el día 04 de octubre de 2017.

(…)

Las ordenes en tal institución las recibía del C. ********** ENCARGADO DE DESPACHO DE LA DIRECCION DE OPERACIÓN EN CENTRO DE CONTROL, COMANDO, COMUNICACIONES Y COMPUTO C4.

(…)

3.- (…) el dia 05 DE OCTUBRE DEL 2021,  a las 8:00 horas al presentarme en mi trabajo (…) CENTRO DE CONTROL, COMANDO, COMUNICACIONES Y COMPUTO C4, al intentar ingresar a dicho centro de operaciones, me indica el C. ********** quien es el nuevo ENCARGADO DE DESPACHO DE LA DIRECCION DE OPERACIÓN EN CENTRO DE CONTROL, COMANDO, COMUNICACIONES Y COMPUTO (C4) que tiene orden de no dejarme ingresar a mi trabajo y que me presentara en las instalaciones del CENTRO DE COORDINACION, CONTROL, COMANDO, COMUNICACIÓN Y COMPUTO, INFORMACION E INTELIGENCIA (C5) (…) fui atendido por la ********** quien (…) me dice que el motivo por el cual solicitaron mi presencia ante ella, es para darme a conocer que mi contrato ya se terminó y que ya no me presente a mis labores en CENTRO DE CONTROL, COMANDO, ******************** Y COMPUTO C4 (….)

De la anterior transcripción se concluye que el actor atribuye a las autoridades demandadas el cese al puesto que señala venía desempeñando como Operador Técnico de Emergencias del Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Computo (C4) dependiente de la Secretaria de Seguridad Publica, y pretende que las cosas se restablezcan al estado en que guardaban hasta antes de su emisión (la reinstalación en el puesto de Operador Técnico de Emergencias del Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Computo (C4) dependiente de la Secretaria de Seguridad Publica.
Bajo ese contexto debe decirse que en el caso que nos ocupa se tiene que no obstante el ahora actor se desempeñaba como Operador Técnico de Emergencias del Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Computo (C4)  dependiente de la Secretaria de Seguridad Publica del Estado, su relación con la citada Secretaria de Seguridad Pública del Estado, no puede considerarse de naturaleza administrativa circunscrita en las condiciones excepcionales previstas en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Federal, dado que dentro de la referida institución, no desempeñaba funciones de policía, habida cuenta que la misma Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública define a las instituciones policiales como los cuerpos de seguridad, de vigilancia y custodia de los establecimientos penitenciarios, de detención preventiva o de centros de arraigos, así como a todas las dependencias encargadas de la seguridad pública a nivel federal, local y municipal que realicen funciones similares de investigación, prevención y reacción.
Derivado de lo anterior, si el actor se desempeñaba como Operador Técnico de Emergencias del Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Computo (C4) dependiente de la Secretaria de Seguridad Publica, las funciones que este desempeñaba no corresponden a las de policía, de ahí que la relación entre él y la autoridad es de naturaleza laboral, respecto de la cual no tiene competencia para conocer este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado.
Ahora bien, en relación con lo antes expuesto, se ha pronunciado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 93/2012, de donde derivo la jurisprudencia de rubro “TRABAJADORES ADMINISTRATIVOS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. NO ESTÁN SUJETOS AL RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN DE DERECHOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, CONSTITUCIONAL, POR LO QUE LA RELACIÓN QUE MANTIENEN CON AQUÉLLAS ES DE NATURALEZA LABORAL.” y en la que interpreta el artículo 73, de la citada Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, señalando que dicha disposición, establece expresamente que las relaciones jurídicas entre las instituciones policiales y sus integrantes se rigen por la fracción XIII del apartado B del artículo 123 constitucional, siempre y cuando el servidor público pertenezca a la carrera policial -servicio profesional de carrera policial-puesto que cuando dicha condición no se cumpla, la relación será de carácter laboral; puntualizando que la carrera policial, de conformidad con el artículo 78 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, es el "sistema de carácter obligatorio y permanente, conforme al cual se establecen los lineamientos que definen los procedimientos de reclutamiento, selección, ingreso, formación, certificación, permanencia, evaluación, promoción y reconocimiento; así como la separación o baja del servicio de los integrantes de las instituciones policiales". 
Además, determina que la carrera policial, cumple con los fines de garantizar el desarrollo institucional y asegurar la estabilidad en el empleo, con base en un esquema proporcional y equitativo de remuneraciones y prestaciones para los integrantes de las instituciones policiales; promover la responsabilidad, honradez, diligencia, eficiencia y eficacia en el desempeño de las funciones y en la óptima utilización de los recursos de las instituciones; fomentar la vocación de servicio y el sentido de pertenencia mediante la motivación y el establecimiento de un adecuado sistema de promociones que permita satisfacer las expectativas de desarrollo profesional y reconocimiento de los integrantes de las instituciones policiales; instrumentar e impulsar la capacitación y profesionalización permanente de los integrantes de las instituciones policiales para asegurar la lealtad institucional en la prestación de los servicios, y los demás que establezcan las disposiciones que deriven de esta ley.
En ese sentido y atendiendo al criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; sólo los miembros de las instituciones policiales que realicen efectivamente la función de policía y que por tanto, estén sujetos a la carrera policial en los términos señalados en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, estarán sujetos al régimen de excepción previsto en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, constitucional y, en consecuencia, los demás miembros que aun perteneciendo a dichas instituciones, no realicen funciones similares de investigación, prevención y reacción en el ámbito de seguridad pública y no estén sujetos al sistema de carrera policial, mantendrán una relación de naturaleza laboral con la institución policial, en este caso, la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y, por tanto, se considera que el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado es el competente para conocer del presente asunto.
Al respecto cobra aplicación el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias, cuyos datos de localización, rubro contenido enseguida se trascribe.
“Época: Décima Época, Registro: 2001527, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1, Materia(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 67/2012 (10a.), Página: 957.
TRABAJADORES ADMINISTRATIVOS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. NO ESTÁN SUJETOS AL RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN DE DERECHOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, CONSTITUCIONAL, POR LO QUE LA RELACIÓN QUE MANTIENEN CON AQUÉLLAS ES DE NATURALEZA LABORAL.
De la interpretación del artículo referido, en relación con el numeral 73 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se advierte que el régimen de excepción de derechos previsto en el precepto constitucional, sólo es aplicable a los miembros de las instituciones policiales que realicen la función de policía y que estén sujetos al Servicio Profesional de Carrera Policial; en consecuencia quienes, aun perteneciendo a dichas instituciones (trabajadores administrativos) no realicen funciones similares a las de investigación, prevención y reacción en el ámbito de seguridad pública y no estén sujetos al sistema de carrera policial, mantienen una relación de naturaleza laboral con tales instituciones, la cual se rige en términos de la fracción XIV del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Contradicción de tesis 93/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Vigésimo Circuito y Séptimo en Materia Administrativa del Primer Circuito. 30 de mayo de 2012. Mayoría de tres votos. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jonathan Bass Herrera.
Tesis de jurisprudencia 67/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del seis de junio de dos mil doce.”
“Registro digital: 192634, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 135/99, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo X, Diciembre de 1999, página 337, Tipo: Jurisprudencia

TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. ES COMPETENTE PARA CONOCER DE LAS CONTROVERSIAS PLANTEADAS POR EL PERSONAL ADMINISTRATIVO DE LAS DEPENDENCIAS DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, EN CONTRA DE SUS TITULARES.

De conformidad con los artículos 123, apartado B, fracción XII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 124 y 124-B, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, y 13 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, el conocimiento de los conflictos individuales que se susciten entre los titulares de una dependencia encargada de la seguridad pública y aquellos trabajadores que desempeñen funciones de carácter administrativo, corresponde al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en virtud de que esas personas, al no realizar funciones de policía, no forman parte propiamente de los cuerpos de seguridad pública y, por ello, su relación no es de naturaleza administrativa, ni los conflictos relativos son de la competencia de los tribunales administrativos.

Competencia 454/98. Suscitada entre la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal y la Segunda Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. 27 de noviembre de 1998. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Aristeo Martínez Cruz.

Competencia 453/98. Suscitada entre la Segunda Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal. 24 de febrero de 1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Angelina Hernández Hernández.

Competencia 19/99. Suscitada entre la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal y la Segunda Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal. 16 de abril de 1999. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Andrés Pérez Lozano.

Competencia 55/99. Suscitada entre la Segunda Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ambas autoridades del Distrito Federal. 12 de mayo de 1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Hugo Guzmán López.

Competencia 283/99. Suscitada entre la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal y la Primera Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. 15 de octubre de 1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausentes: Mariano Azuela Güitrón y José Vicente Aguinaco Alemán, quien fue suplido por Juventino V. Castro y Castro. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rafael Coello Cetina…..”
En ese mismo sentido, cabe mencionar que conforme a lo previsto en los artículos 1, 59 y 102 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, es el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado a quien corresponde conocer de las controversias derivadas de las relaciones de trabajo entre las instituciones públicas del Gobierno del Estado, ayuntamientos, organismos públicos descentralizados y empresas de participación estatal constituidas conforme a la ley, con sus trabajadores, derivados de las relaciones de trabajo; disposiciones legales  que dicen:

ARTICULO 1o.- La presente ley es de observancia general y obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y rige las relaciones de trabajo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y de los municipios, así como de los organismos públicos descentralizados y empresas de participación  estatal o municipal con sus trabajadores.
ARTICULO 59.- El trabajador que se considere cesado injustamente, podrá demandar ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje la reinstalación en el cargo o puesto que tenía con todos sus derechos anteriores y en las mismas condiciones en que las que se desempeñara o la indemnización equivalente a tres meses de sueldo y los salarios caídos, desde la fecha del cese hasta que se cumplimente el laudo.
ARTICULO 102.- El Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje es un órgano con personalidad jurídica y patrimonio propios, autónomo en el dictado de sus fallos y con facultad jurisdiccional para resolver las controversias entre las instituciones públicas del Gobierno del Estado, ayuntamientos, organismos públicos descentralizados y empresas de participación estatal constituidas conforme a la ley, con sus trabajadores, derivados de las relaciones de trabajo y, en su caso, de los conflictos colectivos. Tendrá su residencia en la capital del Estado.

En ese contexto, los actos impugnados no se encuentran dentro de aquellas resoluciones respecto de las que de manera expresa se confiera competencia a este Tribunal, para conocer, habida cuenta que la función de este Tribunal es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad a la luz de las normas reguladoras del acto de autoridad respecto del cual este Tribunal pudiera pronunciarse, de lo que se sigue que el juicio resulta improcedente.
En esa tesitura, se advierte que este Tribunal carece de competencia para pronunciarse respecto al fondo del asunto, atendiendo al criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y con fundamento en los artículos 1 y 7 fracción XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto por los numerales 1, 59 y 102 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, de acuerdo a los razonamientos vertidos  en este considerando, de lo que se sigue que el juicio de nulidad que se intenta es improcedente conforme a al artículo 228 fracción X y XI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio emitido en por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 

Registro digital: 2010356, Instancia: Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 146/2015 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo II, página 1042, Tipo: Jurisprudencia.

INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS.

Cuando el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, deberá declarar la improcedencia del juicio en términos del artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues el ejercicio de este derecho se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como lo es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que, ante la incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente….
Ahora debe decirse que no existe justificación legal para que, una vez que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado se declare incompetente para conocer de un asunto, ordene su remisión a la autoridad que estime competente para ello, sin que dicha circunstancia soslaye de forma alguna el derecho humano de acceso a la justicia.

Al respecto la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, señaló que tanto la Convención Americana, como la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos son coincidentes en establecer que la tutela de este derecho humano se encuentra sujeta a determinados presupuestos y requisitos, los cuales deben ser razonables y encontrar una justificación en las necesidades de la propia administración de justicia, así como en la propia Constitución, siendo uno de estos presupuestos, la competencia del órgano jurisdiccional; además de que también señalo que tal presupuesto procesal exige, para efecto de garantizar el derecho de acceso a la justicia, que los parámetros o elementos que al efecto se establezcan para configurarla, deben plantearse en términos claros, congruentes y accesibles para el gobernado, a efecto de que éste tenga la posibilidad real de poder determinar, con una razonable claridad, el órgano ante el cual debe acudir a defender sus derechos, de manera que una vez cumplidas estas obligaciones, por parte del Estado, a efecto de garantizar y tutelar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la justicia, la exigencia para el gobernado de presentar su demanda, recurso o medio de defensa ante la autoridad competente, constituye la carga procesal mínima que debe satisfacer, a efecto de poder acceder a las instancias jurisdiccionales a reclamar la violación a sus derechos.

En ese sentido en el caso se tiene que los artículos 1 y 7 fracción XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado, se establece de manera clara los presupuestos de procedencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, de ahí que se estime que dicho tribunal no está obligado a reconducir el asunto que haya sido sometido a su potestad, máxime que, como lo ha establecido el Más Alto Tribunal del País, el reconocimiento del derecho a la tutela judicial efectiva no implica que el órgano constitucional -en este caso, Tribunal de lo Contencioso-, deba señalar la autoridad jurisdiccional que considere competente para tramitar la vía intentada y ordenar en consecuencia, la remisión de los autos, debido a que el derecho de acceso a la justicia no es absoluto, puesto que su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de ciertos requisitos y presupuestos que resultan indispensables para el correcto y eficiente desempeño de la administración de justicia, dentro de los cuales se encuentra, precisamente, el de la competencia del órgano.

Asimismo sirve de apoyo a lo anterior el criterio emitido por los plenos de Circuito en la jurisprudencia, cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 
Registro digital: 2012548, Instancia: Plenos de Circuito, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: PC.II.A. J/8 A (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, página 2282, Tipo: Jurisprudencia

INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].

Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 1/2016. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 6 de julio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Magistrados Jacob Troncoso Ávila, Tito Contreras Pastrana, María del Pilar Bolaños Rebollo y Yolanda Islas Hernández. Ponente: Tito Contreras Pastrana. Secretaria: Norma Laura Caballero Osornio.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo II, noviembre de 2015, página 1042, con el título y subtítulo: "INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS." 

Esta tesis jurisprudencial se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013, por lo que a partir de esa misma fecha ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa número PC.II.A. J/1 A (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo III, noviembre de 2015, página 2730.

Esta tesis se publicó el viernes 09 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
[El resaltado subrayado y en negrillas es propio] 
Igualmente sirve de apoyo a lo anterior el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito en la tesis aislada, cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 

Registro digital: 171516, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: XX.1o.92 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Septiembre de 2007, página 2498, Tipo: Aislada

COMPETENCIA EN RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD. SI UNA DE LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ADVIERTE QUE CARECE DE ELLA, DEBE DECLARARLO IMPROCEDENTE Y DESECHAR LA DEMANDA, PERO NO DECLINAR AQUÉLLA AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE CORRESPONDA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005).

De la interpretación a los artículos 217, fracción I, y 218 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, se advierte que en el juicio contencioso administrativo sólo es factible que una de las Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa remita las actuaciones a la que sea competente por razón de territorio, pero no a distinto órgano jurisdiccional por razón de la materia, ya que en este último supuesto el legislador lo consideró como un caso de improcedencia del juicio. Así, en el artículo 202, fracción II, del referido código y vigencia se prevé como causa de improcedencia del juicio el hecho de que la impugnación del acto no corresponda al conocimiento de dicho tribunal; en esas condiciones, si la Sala Fiscal determina que carece de dicha facultad, es evidente que debe desechar la demanda de nulidad por ser improcedente el juicio, pero de ninguna manera declinar la competencia al tribunal que deba conocer del asunto, pues atento a lo que dispone el precepto citado en último lugar, basta que se analice si el aludido tribunal fiscal tiene o no facultades para conocer de la impugnación respectiva y, en su caso, si procede o no el juicio de nulidad.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.

Por tanto, derivado de lo infundado e inoperante de los agravios planteados por el reclamante en su Recurso de Reclamación, se confirma lo que se determinó en el auto de fecha veinticuatro de noviembre del dos mil veintiuno, visible a fojas 74 a la 78 de autos, y con fundamento en el artículo 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria declara firme el auto recurrido. 
Por lo anteriormente expuesto y fundado y con apoyo además en los artículos 1, 7 fracción XVII, y 33  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado y 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se resuelve: 

PRIMERO.- La Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver el presente recurso de reclamación.

SEGUNDO.- Ha resultado procedente pero infundado el recurso de reclamación promovido por la parte actora.

TERCERO.- Se confirma el acuerdo de fecha veinticuatro de noviembre del dos mil veintiuno, por las razones precisadas en el considerando Quinto de esta resolución.

CUARTO.- Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubricas.

	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



� ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:


X. Contra actos y resoluciones distintos de los mencionados en el artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal, y; XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.


� ARTÍCULO 239. Se podrá desechar la demanda:


I.- Si se encuentra motivo manifiesto e indudable de improcedencia,





